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			Este ensayo intenta ser un antídoto frente al «pensamiento único», como también, frente al «pensamiento débil» que oculta su incapacidad para explicar las cosas, tras una maraña de datos, cifras y anécdotas superficiales. Por otra parte, se trata de una colaboración intelectual desde visiones muy distintas de la realidad, pero con una cosa en común: la convicción de que nadie tiene toda la verdad cogida por el rabo, de que se puede debatir sin insultar, discrepar sin descalificar e, incluso, de que se puede llegar a acuerdos racionales a partir de posiciones diferentes. Esa es la esencia de la democracia occidental a la que tanto ha contribuido el pensamiento liberal, como el socialdemócrata, a lo largo de la historia. 




			Este libro está escrito con un planteamiento integrado, que permite contemplar en un solo texto una aproximación general y sencilla de cómo se contempla desde los presupuestos teóricos de la socialdemocracia y del liberalismo clásico la mayor crisis registrada por la economía mundial desde los años treinta de la pasada centuria.  




			Se integra en él una secuencia lógica las conexiones teóricas y empíricas entre la crisis financiera y económica internacional y la española. Aunque es evidente e innegable la influencia de una sobre otra, la economía nacional presenta rasgos comunes y diferenciales con lo acaecido en otros países, lo que hace de ella un objeto de análisis del máximo interés. Desde esta perspectiva, España ha constituido y constituye una especie de banco de pruebas en el que a la escala de una pequeña economía abierta se han testado tanto los efectos de la Gran Recesión como las respuestas de política económica empleadas para combatirla con mayor intensidad que en otras economías desarrolladas. 




			Nos interesa mostrar a los lectores y a la opinión pública, las coincidencias y las discrepancias de la lectura de la crisis ofrecida por el pensamiento socialdemócrata y el liberal. Si bien existen nítidas diferencias entre uno y otro, sobre todo, a la hora de enfocar el origen de la Gran Recesión y los medios de abordarla, también es verdad que existen coincidencias sustanciales en el diagnostico de los problemas y, también, existen acuerdos significativos en medidas concretas de política económica que relativizan las tesis sobre lo que podría parecer una radical e insoluble incompatibilidad entre los planteamientos de los autores. En este punto, es muy significativo que los dos autores tengamos marcadas señas de identidad ideológica. 




			Desde esta perspectiva se ha querido presentar un ensayo centrado, huyendo de los planteamientos maximalistas con los que se suelen analizar desde los sectores extremos de cierta socialdemocracia y de cierto liberalismo la Gran Recesión mundial y española. Este enfoque resulta útil en un momento en el que el debate nacional sobre la crisis y sobre las fórmulas para salir de ella adolece en muchas ocasiones de una falta de sosiego que impide o dificulta contemplar la realidad desde el prisma de la racionalidad.  




			Lo hemos escrito desde un diálogo constructivo entre dos personas con visiones diferentes de cómo funciona el mundo y la sociedad. En el centro del mismo se sitúa el papel asignado al Estado en la economía y en la sociedad. Aunque las posturas de los autores son o quieren ser siempre matizadas, huir de la caricatura, lo cierto es que uno asigna la causa de la crisis a los «excesos» del mercado mientras el otro la considera una consecuencia de los «excesos» del Estado.  




			Desde esta óptica, este trabajo constituye una reafirmación, tranquila pero firme, de los dos idearios que constituyen el fundamento de las democracias modernas. 




			Por último, hemos pretendido huir del lenguaje para iniciados y de la carga estadística y adoptar un lenguaje y un estilo claro, directo y sencillo que sea accesible a cualquier lector educado. Es un libro de economía política en el sentido tradicional del término y aspira a hacer llegar al gran público la historia apasionante y dramática de la Gran Recesión que desde 2007 sacude al mundo. Quiere ser también un libro optimista porque cree en la capacidad de las sociedades y de las economías modernas de reinventarse a sí mismas aunque los instrumentos ofrecidos por los autores para conseguir ese objetivo no sean los mismos. Esperamos que el libro resulte para los lectores, tan apasionante y constructivo, como lo ha sido para nosotros escribirlo. 
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Razones de la crisis internacional 
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			«Cuando los profesionales funcionan por incentivos perversos, los responsables de las finanzas apuestan por la opacidad y el crédito fácil, los controladores no controlan y los ciudadanos consumen sin tope, la crisis está servida. Pero me temo que no hemos aprendido nada.» 
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			Tan grave ha sido la cosa que hasta un líder conservador europeo, como Sarkozy, llegó a proponer al G-20, en medio de una oleada de nacionalizaciones masivas de bancos, la necesidad de refundar el capitalismo y acabar con los paraísos fiscales. Es verdad que han sido pocas las voces que se han alzado en demanda de una superación del capitalismo como modelo de sociedad, y que incluso la socialdemocracia ha estado propositivamente bloqueada, cuando no, noqueada. Parecería que desde la caída del comunismo, y salvo episodios anárquicos como los movimientos antiglobalización, casi todos dan por bueno el sistema económico y social que tenemos, limitando el debate a una adecuada regulación del mismo que ayude a paliar sus efectos más nocivos sobre el devenir colectivo. Lo cierto es que la segunda vez en la historia que estamos cerca de esa crisis final del capitalismo anticipada por Marx, parece que ya no queda nadie dispuesto a tomar el relevo. 




			A diferencia de lo ocurrido durante la Gran Depresión de los años treinta del siglo pasado, en esta Gran Recesión no hay competencia entre modelos organizativos alternativos de la sociedad y de la economía más allá de matices. La crisis de 1929 se produjo en medio de la consolidación del régimen comunista salido de la Revolución Rusa de 1917 y dividió a los países capitalistas en dos bloques: quienes optaron por la fórmula fascista y quienes decidieron seguir con una democracia parlamentaria debidamente reformada sobre la base del keynesianismo, para dar cabida a las protestas internas de los sindicatos de clase y de las fuerzas políticas de izquierda contra el modelo de capitalismo preexistente. 




			Quizá ello explique, además de una mayor gravedad de la situación, que el impulso reformista puesto en marcha tanto en el ámbito nacional como internacional, antes y después de la Segunda Guerra Mundial, fuera infinitamente superior al planteado ahora. La respuesta a esta crisis está siendo más conformista o, quizá, más escéptica respecto a las posibilidades reales de hacer algo radicalmente distinto de aquello que nos ha conducido hasta aquí. Aunque la timidez en las respuestas o incluso el conformismo de las mismas no esté a la altura de la importancia de las preguntas y lo inaceptable de un sistema social y económico que, mal gestionado, pone en cuestión, incluso, la supervivencia del planeta si no hacemos nada para evitarlo. 




			Veremos cómo, en gran parte, esta ha sido una crisis de sobreendeudamiento. Dicho de otra manera, propiciada por un absoluto predominio del dinero y del crédito como fines en sí mismos, destinados a especular a corto plazo con las necesidades humanas y a adelantar consumos de muchos sectores sociales, por encima de sus posibilidades. 




			Una crisis iniciada en el corazón mismo del sistema: Wall Street en Estados Unidos. Una crisis en la que ha fallado el mercado pero en la que el Estado tampoco ha estado a la altura, en parte porque ha perdido su carácter de árbitro. Una crisis en la que las crecientes desigualdades sociales, incluso en los países más ricos, siguen existiendo aunque se intenten encubrir mediante el siguiente mecanismo: no te subo el salario ahora, porque reduciría mis tremendos beneficios, pero te doy una parte de los mismos si inviertes tu dinero en acciones y, además, como necesito que consumas más de lo que te permite tu renta actual, te adelanto salarios futuros mediante el recurso a mecanismos sofisticados de crédito.  




			No todo lo que ha pasado es esto, pero esto se encuentra en la base de lo que ha pasado en los últimos treinta años y conviene que no lo olvidemos. Porque ayuda a entender por qué, a diferencia de las crisis más recientes de los años setenta y noventa del siglo pasado, esta vez los problemas de endeudamiento excesivo, por encima de las posibilidades de muchos, se ha dado en el sector privado y no en el Estado. En este ciclo, hemos visto superávits públicos en muchos países, a la vez que la mayoría de los déficits todavía existentes se relacionan más con la política militar de lucha contra el terrorismo internacional que con la cobertura de necesidades sociales internas y, mientras tanto, las familias y las empresas se han endeudado como nunca, poniendo como garantía el mismo activo que compraban con el crédito concedido (apalancamiento) y gracias a ingeniosos mecanismos financieros capaces de diversificar el riesgo gracias a su ausencia de control.  




			Este mecanismo, solo posible a gran escala gracias a la globalización de la economía, ha tenido sus virtudes en forma de elevadas tasas de crecimiento y avances significativos en la eficiencia del sistema. Pero también ha propiciado que mucha gente ganara mucho dinero sin producir nada, en ese lado oscuro de las cosas que muchos han llamado capitalismo de casino donde solo imperaba la ganancia a corto plazo bajo la forma del conocido «pelotazo». 




			Podríamos decir también que la crisis ha sido consecuencia de que el desarrollo de las fuerzas productivas ha sobrepasado el marco de las relaciones sociales establecidas. Así, mientras la economía jugaba mirando al futuro en una escala mundial sin demasiadas reglas ni control, las relaciones sociales y políticas iban claramente por detrás, estancadas en el marco de los Estados-nación creados hace varios siglos. A partir de aquí, o el marco institucional evoluciona de manera decisiva y eficaz hacia nuevas formas de gobernanza internacional de las cosas o la legitimidad de los Gobiernos nacionales será cuestionada, entre otras cosas, por su creciente incapacidad para controlar aquellas fuerzas que afectan al destino individual y colectivo de sus ciudadanos. 




			En las últimas décadas, el espacio económico de las relaciones humanas ha experimentado cambios fundamentales y no solo de ámbito de actuación. Mientras tanto, las relaciones políticas, salvo el fortalecimiento de la Unión Europea como consecuencia del ingreso de países provenientes del antiguo bloque comunista, siguen en buena medida ancladas en formas definidas hace demasiado tiempo para que sigan siendo útiles en su integridad, incluido una especie de fuga hacia atrás como la representada por el resurgir de los pequeños nacionalismos y sus conflictos bélicos o la proliferación de Estados fallidos donde imperan las mafias y el delito. 




			La situación es muy clara: o los Estados-nación encuentran pronto una forma institucional de articular un marco de control a la altura del desarrollo internacional del mercado y de la sociedad global que hemos construido, o pasarán a ser ellos parte del problema. Y, desde luego, las fórmulas tipo club de socios, como el G-20, no sirven a medio plazo salvo para evidenciar el fracaso de organismos estables como la ONU o el FMI. 




			Descarto la posibilidad de un Gobierno mundial. Pero igual que tras la Segunda Guerra Mundial se crearon instituciones internacionales adecuadas al momento, espero que tras esta Gran Recesión encontremos mecanismos e instituciones equivalentes capaces de garantizar un cierto gobierno mundial de las cosas y de los mercados. Es cierto que la balanza del poder mundial no está definida, por el momento, con un grupo de países en claro ascenso y algunos de ellos, sobre todo China, disputando un puesto destacado en la hegemonía mundial después de haberse convertido en el principal banquero de Estados Unidos. Pero ese debate no puede estar ausente de cualquier reflexión sobre la crisis financiera internacional porque, en la ausencia de reglas mundiales, se encuentra una parte destacada de la misma. 




			Se ha dicho que estamos viviendo la primera crisis del capitalismo, de verdad, mundial, es decir, la primera crisis de la globalización tal y como la hemos construido. Y lo comparto. Pero en parte se ha debido a la ausencia de mecanismos sociales compensatorios, también mundiales, que sí fuimos capaces de construir a escala nacional en buena parte de los países avanzados. No hemos sabido evitar la crisis, igual que tampoco lo hemos hecho con el problema del hambre en el mundo, con frenar el desarrollo de determinadas enfermedades con cura o con adoptar medidas eficaces para combatir el cambio climático.  




			Ahí tenemos, como civilización, un grave problema que, hasta ahora, no estamos sabiendo resolver sobre la base del imperio de la razón, al menos, mientras lo hagamos desde la defensa prioritaria del interés nacional en un mundo lleno de manera creciente de empresas e intereses transnacionales. Este debate no es algo ajeno a nuestra vida cotidiana ya que ese paradigma de mercado mundial incontrolado está detrás de las fuertes presiones sobre nuestros salarios, las dificultades de gravar determinadas rentas en el ámbito nacional o el empuje por reducir el tamaño del Estado, es decir, los servicios que presta que favorecen sobre todo a quienes no pueden pagárselos en el mercado. La ausencia de normas internacionales válidas para enmarcar un desarrollo equilibrado de los mercados se acaba convirtiendo en punta de lanza para retrocesos sociales en los Estados-nación donde existen desde hace décadas como resultado de un gran consenso nacional que ahora se desequilibra de manera unilateral de la mano de fuerzas tan poderosas como incontrolables. 




			Un buen ejemplo de las ineficiencias generadas a la hora de abordar soluciones coordinadas a problemas globales desde plataformas nacionales es todo lo relacionado con la lucha contra el cambio climático, en gran medida relacionado con los esquemas de salida a la crisis buscando una economía baja en carbono. 




			Hay cosas que no son opinables. La teoría de la relatividad o el uso de preservativos como freno al contagio del SIDA, no forman parte del amplio abanico de cuestiones sometidas a la libertad de opinión y al contraste de pareceres. Como la evolución, son explicaciones científicas, es decir, que reúnen todas las características de la ciencia, incluida su capacidad de someterse a pruebas en contrario (falsación) y de establecer predicciones comprobables.  




			Para los 2.500 científicos del mundo, agrupados en el Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático (IPCC) y para los 192 países que firmaron en 1992 la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, el calentamiento del planeta como consecuencia de la actividad humana relacionada con el ciclo del carbono y el exceso de emisiones de gases de efecto invernadero no es una cuestión discutible, ni un asunto de chisme o de broma: es una evidencia científica sobre la que se van acumulando pruebas a favor, predicciones cumplidas y, sobre todo, damnificados que ya empiezan a ser masivos y con cara y nombres. Lo que no impide que sea difícil llegar a acuerdos sobre compromisos de reducción, transferencia de tecnología o ayudas financieras a los países recién llegados a la contaminación.  




			En los últimos doscientos años, hemos montado en los países industrializados un sistema económico y de vida basado en el consumo masivo de fuentes energéticas ricas en carbono: carbón, petróleo, gas. Su legítima generalización al resto del planeta lanza a la atmósfera una cantidad de partículas contaminantes, en especial CO2, superior a la que esta puede depurar, por lo que se acumulan creando el efecto invernadero que calienta la atmósfera con sus efectos conocidos sobre el clima: subida del nivel del mar, sequías, ciclones, acidificación del océano, etc., con una intensidad y frecuencia superior a lo que venía siendo normal sin este fenómeno. Esto es ya un hecho irreversible: la nave espacial Tierra se está calentando ya, hagamos lo que hagamos a partir de ahora. Por ello, estamos viendo ya efectos del cambio climático sobre poblaciones y territorios, así como sobre la salud, según ha reconocido recientemente la Agencia de Protección Medioambiental de Estados Unidos y por ello, hay que poner en marcha medidas para mitigar los efectos que ya están teniendo lugar, así como los previsibles. 




			De lo que se trató en Copenhague, como antes en Kyoto, es de elaborar estrategias que limiten los daños a algo controlable: una subida tope de dos grados centígrados de media, que se puede obtener, según el consenso científico, con un máximo de emisiones de 450 partes por millón. De no hacer nada, alcanzaríamos las 600 ppm y una subida media de la temperatura del planeta de seis grados centígrados, por lo tanto, alcanzar los objetivos recomendados por los científicos exige disminuir la cantidad la CO2 existente en la atmósfera mediante tres mecanismos esenciales: reduciendo las emisiones globales, ensanchando los espacios naturales de sumideros de CO2 (áreas forestales) y capturando las emisiones y enterrándolas adecuadamente. 




			Las negociaciones políticas tienen que acordar los siguientes aspectos: fijación de períodos homogéneos de comparación, Kyoto estableció 1990 como año base y 2012 como estación término, Copenhague debía prolongar los compromisos hasta 2020 e incluso 2050 y mantener o alterar el año de referencia. Proceder al reparto por países de los compromisos de reducción respecto al año base o a la tendencia si no se hiciera nada. Señalar aquellos sectores que deben regularse en el ámbito mundial para evitar competencias desleales (aviación). Diseñar mecanismos a escala internacional que flexibilicen los compromisos de reducción nacional: compra de derechos de emisión, inversiones en reforestación. Y establecer procedimientos de inspección y comprobación de estos compromisos. 




			Junto a ello, otros aspectos son igualmente claves. Dado que existe tecnología suficiente para lograr los objetivos fijados hasta 2020, deben arbitrarse mecanismos que permitan su generalización y empleo masivo en todos los sectores y en todas las economías, lo que lleva asociado el problema no menor de las transferencias de dicha tecnología a países atrasados en condiciones más favorables que las del mercado. Pero, además, hace falta un fuerte esfuerzo inversor en nuevas tecnologías que permitan dar el siguiente salto reductor en 2050. Además, como el impacto de todos estos cambios no se reparte de manera equitativa y limita más las posibilidades de crecimiento de los países más atrasados, hace falta apoyo económico por parte de los más adelantados que llevan más años contaminando al margen de la actual Ayuda al desarrollo. 




			Estamos, por tanto, ante un problema de civilización que se puede presentar como uno de coste económico y su reparto y otro tecnológico en su doble faceta, difusión e investigación nueva. Pero con una única idea clara y cierta: pase lo que pase, el futuro deberá construirse sobre una sociedad que utilice menos el carbono. Como fuente energética (el ahorro, la nuclear y las renovables como alternativa) pero también en la producción, distribución y consumo de todos y cada uno de los productos, incluyendo la vivienda.  




			Es una cuestión transversal, que afecta a todos en nuestra manera de producir, consumir y vivir requiriendo una respuesta coordinada tanto de las empresas como de las administraciones, municipales sobre todo, en el diseño de las nuevas ciudades sostenibles con emisión cero de CO2, los investigadores y los financieros que deben diseñar mecanismos que aseguren dinero suficiente para todos estos cambios.  




			La responsabilidad de dar una respuesta global a un problema creado por nuestro sistema actual de vida no es en exclusiva de los gobiernos. Es mucho lo que las grandes empresas internacionales están haciendo y apoyando bajo el manto de Naciones Unidas o de otras estructuras mundiales. Pero todavía es más lo que deben hacer para impulsar ese tránsito necesario y urgente hacia una economía y una sociedad baja en carbono. Pero todavía no hemos sido capaces de encontrar incentivos, mecanismos e instrumentos que permitan conseguir el objetivo colectivo deseado por todos a partir de decisiones individuales de país o de empresa.  




			Por todas esas razones, yo también creo que, tras esta crisis, debemos refundar el capitalismo, antes de volver a confundir recuperación económica con reformas y bienestar material con sociedad justa. Y debemos hacerlo guiados por una vieja máxima socialdemócrata: tanto mercado como sea posible y tanto Estado como sea necesario. 




			No hacerlo así nos situaría cerca de ese socialismo para ricos que tanto se ha criticado. Es decir, si el Estado-nación solo sirve para inyectar dinero y recursos presupuestarios que eviten la quiebra de importantes empresas y entidades financieras privadas, demasiado grandes para dejarlas caer por los efectos devastadores que tendría sobre el conjunto de la economía, pero que cuando tienen beneficios cuantiosos, se ocupan de eludirlos legalmente en un complejo entramado de sociedades internacionales que incluye paraísos fiscales, entonces, es legítimo cuestionar moralmente esas ayudas sin condiciones.  




			No digo que no haya que hacerlas. Apoyo globalmente el conjunto de medidas acordadas en el G-20 para evitar que la Gran Recesión fuera todavía mayor en términos de pérdida de riqueza, empleo y expectativas para millones de personas. Pero no puede ser incondicional, ni para que después, todo vuelva al punto de partida como si nada hubiera pasado. Debemos considerar lo hecho hasta aquí como la primera parte del conjunto de acciones reformistas que tenemos que poner en marcha para introducir cambios sustanciales en la manera en que han funcionado las cosas. Y asentarlos sobre otros valores, comportamientos y maneras de gestionar tanto las cosas públicas como las privadas. Tenemos que hacer reformas, esta vez, no para evitar la revolución, sino la barbarie.  




			



			 




			
1. Radiografía de la crisis 




			



			 




			El Fondo Monetario Internacional, que ha estado más crítico y heterodoxo de lo habitual en este tipo de organismo, le ha dado la siguiente explicación global a todo lo que ha ocurrido: «Las políticas macroeconómicas no tuvieron en cuenta la acumulación de riesgos sistémicos en el sistema financiero y en el mercado de la vivienda», para pasar a hablar luego de optimismo enfermizo, especulación de alto riesgo, avaricia, ignorancia e información asimétrica.  




			El núcleo más técnico de la explicación oficial se centra en que se produjo una confusión entre incertidumbre y riesgo, mientras que en la más popular se habla de avaricia y codicia excesiva por parte de algunos gestores de ahorros ajenos. De todo esto hubo, y debe entenderse de manera complementaria a lo dicho aquí hasta ahora. Pero ¿qué ha pasado? 




			De nuevo, según un análisis del Fondo Monetario Internacional sobre las últimas 122 recesiones mundiales habidas desde 1929, la actual ha sido la más grave, después de aquella. En términos de riqueza destruida, empleos perdidos, bienestar perjudicado y perspectivas de futuro deterioradas. 




			Podemos decir que ha habido dos fases claramente diferenciadas en esta recesión. La primera aparece cuando la acumulación de problemas en un segmento del mercado hipotecario estadounidense, que empezaban a ser relevantes desde finales de 2006, estallan de manera brusca en agosto de 2007 cuando el banco francés BNP anuncia la suspensión de tres de sus fondos de inversión cuyos activos se habían «evaporado». Y, sobre todo, cuando se constata que ello tiene relación con la acumulación de problemas que se habían venido registrando los meses precedentes en entidades norteamericanas como una filial del banco británico HSBC, la quiebra de una operadora hipotecaria NCF o los problemas de la UBS en gestoras de patrimonio hipotecario estadounidense. 




			A partir de ahí, el mercado hipotecario entra en recesión con fuertes caídas de precios de la vivienda, lo que pincha la burbuja y da comienzo al proceso inverso de baja de precios, pérdida del valor de los activos con que se quedan los bancos ante los impagos, necesidad de liquidez para cubrir los pagos de clientes temerosos que retiran sus fondos y serios problemas de solvencia en entidades que no tienen capital suficiente para hacer frente al hundimiento de unos activos en los que han invertido tanto. Dada la interacción entre distintas entidades y lo imbricado de los sistemas de reparto del riesgo puestos en marcha en un mercado global, los problemas se extienden como mancha de aceite y los anuncios de pérdidas millonarias se suceden unos tras otros, sin excluir a grandes entidades como el Citygroup. 




			Dos cosas aparecen ya claras en esos primeros momentos: teníamos un sistema financiero interconectado como una fila de dominó, en el que unos invertían en productos de otros por lo que los daños se extendían con rapidez; y segundo, los activos tóxicos no nacen, sino que se hacen de tal manera que el mismo mecanismo que se produjo a gran escala para la vivienda se había aplicado, también, a otros activos, haciendo que no fuera posible conocer de antemano la magnitud del desastre porque una entidad hoy solvente, puede tener problemas mañana si sus activos pierden valor si sus clientes venden apresuradamente por temor o porque necesiten liquidez para hacer frente a las pérdidas de otros activos. La toxicidad se contagia, y como en toda epidemia, no se puede conocer a priori su intensidad, extensión y recorrido. 




			En esa primera fase de la recesión, el asunto está muy centrado en graves problemas de liquidez y a eso se destinan las primeras medidas masivas de intervención por parte de los poderes públicos y los Bancos Centrales, todavía con una cierta sensación de que se trataba de un asunto básicamente estadounidense. Sin liquidez se interrumpe el mercado de crédito sobre la base del cual funciona el conjunto de la economía y los problemas financieros se transmiten al resto de empresas y familias. Por eso fueron tan importantes los paquetes de inyección de liquidez aprobados por la Reserva Federal para intentar controlar los daños. 




			No obstante, en abril de 2008, siete meses después del inicio oficial de la crisis, el FMI ya la definía como «el shock financiero más grande desde la Gran Depresión». En esos meses, el rosario de pérdidas, quiebras y suspensiones de pagos fue creciendo y se conocieron serias dificultades en casi todas las entidades financieras, incluyendo la venta por quiebra del banco de inversiones Bear Stearns y las dificultades en General Motors, primera gran empresa no financiera afectada por la situación. 




			El asunto entra en una segunda fase en setiembre de 2008 con la quiebra de Lehman Brothers, seguida días después por las ingentes ayudas aprobadas para la multinacional aseguradora estadounidense AIG y la suspensión de pagos del banco británico Northern Rock. Cada caída de una de estas entidades arrastraba a otras muchas de menor tamaño y extendía el pánico por todas las arterias del sistema económico mundial, amenazando con una parálisis total. 




			Si en la primera fase los problemas de liquidez (falta de dinero contante y sonante) eran los hegemónicos, en esta segunda dan paso a los más graves problemas de solvencia (falta de capital). Y juntos provocaron una drástica sequía crediticia (las entidades no iban a prestar dinero que no tenían o que necesitaban en sus balances para no quebrar) que fue el canal principal mediante el cual se trasladó la crisis al conjunto de la economía mundial, incluyendo los países emergentes, que esta vez eran sujetos pasivos de la misma, y al conjunto de los sectores económicos. 




			A partir de ahí, se impuso el tratamiento de choque por parte de las autoridades económicas y monetarias dirigido a actuar en tres direcciones: garantías de liquidez ilimitada (préstamos del banco central, avales estatales a los depósitos, descensos de los tipos de interés hasta casi cero por ciento); apoyo a la solvencia de las entidades mediante facilidades a procesos de compra y venta entre privados mientras fue posible y, sobre todo, fuertes inyecciones de capital público comprando (nacionalizando) entidades, al menos, de manera temporal; y, en tercer lugar, paquetes de ayudas presupuestarias al mantenimiento de la demanda y de la actividad económica buscando la eficiencia y la inmediatez, razón por la cual primaron los incrementos del gasto público frente a las propuestas de reducir impuestos que hubieran sido guardados en el cajón de los ahorros por sus destinatarios sin contribuir a reactivar la economía. 




			Tenemos que reconocer que la rapidez, la contundencia y la coordinación con que esta vez actuaron nuestras autoridades públicas ha sido fundamental para evitar que esta Gran Recesión se convirtiera en algo todavía peor, como fue la Gran Depresión. Parece que algo hemos aprendido cuando nos dejamos llevar por el pragmatismo y arrinconamos los prejuicios ideológicos, los fundamentalismos y los dogmas. Ha sido una estrategia de política económica consistente en atacar con todo lo disponible que, en terminología FMI, quiere decir una estrategia «polifacética». 




			Aunque todavía es pronto para establecer un coste total de la crisis y de las ayudas públicas necesarias para combatir sus peores efectos, dos datos podemos utilizar para tener una idea de la magnitud del problema en el que hemos estado inmersos: el PIB mundial pasó de crecer en torno a un 4%, todavía en el cuarto trimestre de 2007, a decrecer un -6% un año después. Segundo dato, todavía hoy no se sabe cuáles van a ser las pérdidas totales experimentadas por el sector financiero mundial porque el proceso de afloramiento de las mismas está siendo lento y desigual para intentar amortiguar el golpe. De hecho, se dice que hasta la fecha los bancos norteamericanos solamente han reconocido en sus balances la mitad de las pérdidas previsibles, mientras que los europeos van más atrasados todavía, indicando con ello que los problemas aún no han desaparecido. 




			De hecho, según el FMI en recientes cálculos, las necesidades globales de recapitalización (es decir, lo que hace falta para hacer frente a las necesidades y que no se tiene) se situarían en un abanico que va entre 300.000 y 500.000 millones de dólares para las entidades norteamericanas, y entre 650.000 y 1 billón doscientos mil millones de dólares en el caso de las europeas, incluido el Reino Unido.  




			La historia, por tanto, continúa. De ahí los pronósticos de todos los organismos internacionales de que 2010 será todavía un año complicado, con recuperación lenta y restricciones de crédito, razón por la cual aconsejan no tener prisas en retirar las ayudas públicas aunque empiecen a demandar calendarios precisos para ello. De momento, los Bancos Centrales ya han empezado a restringir su política de acceso ilimitado a la liquidez, como primer paso para ir devolviendo la normalidad a los mercados de créditos.  




			



			 




			
2. Fracaso del modelo neoliberal 




			



			 




			Conviene decir alto y claro que entre las razones principales que están detrás de esta crisis hay que citar la hegemonía de una cierta ideología neoliberal que ha guiado una buena parte de las actuaciones políticas y económicas en las últimas décadas. Una determinada concepción de la sociedad y del funcionamiento del sistema económico que ha actuado a partir de tres principios: los mercados se ajustan solos; lo colectivo no existe, es decir, el todo no es más que la suma de las partes; el Estado es el problema, por lo que debe reducirse al mínimo su presencia.  




			Hablamos de asuntos discutibles, sobre los que no hay consenso ni evidencia como para asegurar su verdad y que han sido mantenidos, defendidos y aplicados desde una convicción profundamente ideológica por parte de una cierta derecha internacional representada de manera destacada por las llamadas revoluciones conservadoras iniciadas por Thatcher y Reagan.  




			Este paradigma de pensamiento ha dirigido de manera consciente muchas de las decisiones públicas que han alimentado la burbuja especulativa y la crisis. Por tanto, podemos decir que la actual situación de crisis financiera internacional representa, también, el fracaso de esta línea de pensamiento y de actuación política. Lo veremos en algunos ejemplos relevantes. 




			Que los mercados no se han autorregulado, parece hoy, algo evidente. Al menos, no lo han hecho los mercados financieros y por eso tenemos liada la que tenemos. Cuando empezaron a desarrollarse los nuevos y sofisticados productos financieros en un contexto mundial que aprovechaba la libertad de circulación de capitales, hubo voces que reclamaron una regulación de los mismos. Si los mercados de crédito nacionales y sus instituciones están regulados y supervisados por los Bancos Centrales, ¿por qué razón los nuevos mercados e instituciones, mucho más complejos y de riesgo más elevado, no iban a estarlo? 




			Es cierto que la propia realidad supranacional de los mismos dificultaba su reglamentación al carecer de autoridades del mismo ámbito geográfico. Pero no fue esta la principal razón, ya que se podrían haber encontrado fórmulas que fueran desde la coordinación intergubernamental —aunque para ello los paraísos fiscales fueran el principal obstáculo— hasta la obligación de presentar balances consolidados por grupos financieros con propiedades cruzadas o países de residencia de los accionistas principales.  




			Pero no. Hubo una aceptación pasiva de la imposibilidad de control, partiendo de la convicción de que dicho control era inconveniente. Quien fuera presidente de la Reserva Federal de Estados Unidos, Greenspan, lo ha contado sin empacho: se opuso a la regulación de los nuevos mercados, con sus nuevos activos e incluso instituciones, porque creía que eso era lo mejor sobre la base de su convicción ideológica en la superioridad del libre mercado. Recordemos que era la época de la desregulación, en la que, guiados por las rigideces introducidas por los excesos intervencionistas de las épocas precedentes, el péndulo giró demasiado hacia el otro lado.  




			Y la convicción de que la mano invisible del mercado lograría encontrar un resultado de equilibrio que fuera el más eficiente, se impuso sobre otras soluciones alternativas que también existieron. A partir de ahí, el resto ya es historia. Como no se cumplían algunas de las condiciones básicas del modelo del libre mercado, siendo la más destacada la falta de información suficiente sobre los nuevos productos y sus riesgos asociados, el exceso de desregulación facilitó la codicia y la avaricia de los gestores que nos ha conducido a la burbuja especulativa y su crisis posterior. 




			El segundo principio ideológico que también ha fracasado es la convicción de que lo colectivo no existe como algo distinto de la suma de las partes que lo componen. Margaret Thatcher llegó a expresar este principio en una provocativa frase que decía: la sociedad no existe, solo hay individuos y sus intereses privados. Al decir que no existe una lógica de la acción colectiva distinta de la individual se está negando validez a que sentimientos de pertenencia colectiva como la nación, la clase social o la iglesia den lugar a derechos diferentes de los que existen para los individuos pero, sobre todo, y a los efectos que nos resultan oportunos aquí, se niega realidad a la existencia de reacciones colectivas diferentes a aquellas en que se basan las actuaciones individuales. Esto vale para los sindicatos, la negociación colectiva, la macroeconomía o el propio sentido y función del Estado. 




			Siendo muy sólida esta posición en el terreno de la filosofía política ya que fundamenta un liberalismo radical, es altamente cuestionable si la llevamos, con radicalidad, a la realidad económica. Algunos ejemplos ayudarán a entender lo que digo. La teoría económica de los individuos —microeconomía— nos dice que cuando baja el precio de un bien, sube su demanda. Sin embargo, trasladado este planteamiento a la teoría económica de los colectivos no siempre ocurre así. A veces, cuando bajan de manera generalizada los precios, la demanda se retrae, sobre todo la de bienes de consumo duradero y de inversión, si se cree que puede haber nuevos descensos en el futuro. Con ello se frena el consumo agregado, la producción y el empleo, dando lugar a nuevos descensos de precios que retroalimentan el proceso. A esto se le llama deflación y, créanme, no es una situación deseable para ningún país.  




			Otro ejemplo de existencia de efectos agregados diferentes a la suma de las reacciones individuales. Para una familia concreta se suele predicar la bondad del ahorro como prueba de buena gestión económica. En ese sentido, cuanto más ahorro individual, mejor será la valoración de este comportamiento por parte de los neoconservadores. Pero si todos hacemos lo mismo, si todos ahorramos nuestros ingresos y no gastamos nada más que lo imprescindible, habría una caída de la demanda nacional, de la producción y del empleo a gran escala. Así, lo que puede resultar un comportamiento individual aceptable, resulta nocivo llevado a escala colectiva porque tiene efectos propios, diferentes. 




			Esta línea de razonamiento conecta con la siguiente y no solo está en la base del sentido real de lo que representó la revolución de Keynes en la manera de entender las cosas, sino que se encuentra como fundamento último de la acción del Estado en la economía. La gran aportación de Keynes al estudio del funcionamiento de la economía puede decirse que fue, precisamente, reconocer y señalar que junto a la lógica individual y privada existe otra lógica distinta que es la colectiva, la agregada, la pública que complementa, corrige y, a veces, sustituye a la anterior. Y, junto a ello, las conclusiones que, en términos de política económica, supo extraer, especialmente para el manejo de situaciones de crisis como la actual. 




			De la misma manera que en los agujeros negros, dicen los físicos que por su excepcionalidad, no rigen las leyes generales de la física, Keynes descubrió que en situaciones de crisis económicas profundas, como fue la Gran Depresión de los años treinta del siglo pasado, tampoco funcionan igual las leyes de la economía. Que sometidos a situaciones de gran incertidumbre ante un futuro desconocido, los agentes económicos, empresarios, trabajadores y familias, bloquean sus decisiones en espera de que escampe. 




			Cuando ese factor de temor predomina, las respuestas económicas individuales y privadas difieren de las habituales. Por ejemplo, en situación normal, si descienden los tipos de interés y se incrementa la cantidad de dinero existente en la economía, los empresarios incrementan sus inversiones y los consumidores sus compras a medio plazo. Pero en época de grandes crisis, sin saber lo que va a pasar, se frena la inversión y el consumo a pesar de que los tipos de interés puedan ser muy favorables comparados con otra situación de normalidad. La gente guarda su dinero, lo atesora y no lo gasta como precaución ante un futuro incierto que produce miedo. En ese contexto de actuación individual, la política monetaria tradicional no funciona como instrumento de reactivación de la actividad económica. Al menos, no con la misma garantía e intensidad que en situación normal.  




			Atenazados los agentes económicos individuales por el efecto temor asociado a las incertidumbres de una crisis, para romper el círculo vicioso y salir de la misma, hace falta recurrir a otro agente económico presente también en la economía pero que funciona con una lógica distinta de la individual que le permite estar menos atado por esa incertidumbre. Me refiero al Estado. Y es entonces cuando se propone la necesidad de echar mano al gasto público, preferentemente en forma de inversión creadora de empleo, aun a pesar del riesgo de contraer déficit, para contrarrestar la falta de actividad privada e ir reactivando la economía y, con ello, reduciendo los riesgos y las incertidumbres colectivas. 




			En una economía capitalista, con predominio de las decisiones privadas que dan lugar a fluctuaciones cíclicas que llevan, de tanto en tanto, a crisis económicas porque nunca se logra el equilibrio en los mercados, la presencia del Estado es fundamental precisamente porque actúa bajo unos principios y una lógica distinta de la simple suma de individuos. Reconocer que el todo es algo más que la suma de las partes y extraer las conclusiones adecuadas en cuanto a instrumentos de política económica, fue la gran aportación keynesiana.  




			La mejor prueba de cuanto digo, de la diferencia complementaria entre la lógica individual y la colectiva, la privada y la pública, la hemos vivido de manera palmaria en las recientes crisis bancarias. En medio del caos y de los temores crecientes ante lo que podría ocurrirles a nuestros ahorros, empezamos a tranquilizarnos cuando nuestro dinero tuvo la garantía del Estado, que nos convirtió a todos en triple A, que es la calificación que se da a los más solventes. Y todo ello gracias a los políticos, que adoptaron medidas coordinadas para combatir la crisis en, al menos, tres de sus cuatro frentes: confianza, liquidez y solvencia del sistema financiero. 




			Vivimos en una economía, en una sociedad, basada en la confianza, que se refuerza mediante la imposición de normas y contrapesos institucionales. Y esta crisis la han quebrado entre bancos, entre estos y las empresas y de los ciudadanos hacia el sistema financiero. De repente, nadie se fiaba de nadie y así, los mercados no funcionan, la economía no funciona, se paraliza, entra en quiebra.  




			Y en medio de la amenaza de desastre total, surge alguien de quien nos fiamos todos, alguien en quien todos depositamos nuestra confianza, alguien a quien recurrimos para salvar los muebles: el Estado. Resulta que ese depósito de confianza que tenemos agotado entre privados, nos ponemos de acuerdo para tenerlo todos lleno con el Estado. Y con esa garantía de por medio, poco a poco esperamos que se recupere el crédito entre el resto de agentes del sistema.  




			Es el Estado y no el mercado, lo público y no lo privado, quien en esta hora de crisis concita las esperanzas de todos. El arte de la política consiste en gestionar este depósito de confianza que no es, tampoco, incondicional, ni ilimitado. Y se ha hecho bien. Haciéndonos sufrir, pero bien. La acción política ha cubierto con su manto de seguridad la falta de confianza privada. Ha sido la intervención pública, definida por los políticos democráticos, la que ha ayudado a estabilizar el sistema económico en que vivimos.  




			Los gobiernos, con su acción, también han desatascado otros dos problemas con los que interactúa la ausencia de confianza: insuficiencia de liquidez para que el sistema funcione y posibilidad de recapitalización vía nacionalizaciones, que contrarresta el proceso de desapalancamiento derivado de la pérdida de valor de los activos que soportaban el crédito y que podía llevar a insolvencia generalizada. Las entidades no se prestaban ni prestaban no solo porque no se fiaran, sino por si acaso lo necesitaban ellas para cubrir eventuales futuras pérdidas patrimoniales. 




			Esta crisis no está teniendo el mismo impacto sobre todas las ideologías. La socialdemocracia se mueve con más comodidad que otros a la hora de explicarla y de proponer soluciones. En realidad, para una cierta orientación neoliberal extrema, podemos decir que esta crisis va a representar lo mismo que significó, para el comunismo, la caída del Muro de Berlín en 1989. En la depresión de 1929, el gobierno estadounidense tardó tres años en adoptar medidas porque se creía que el mercado se corregiría solo. La política y el conjunto de ideas y creencias desde el que se ejerce influyen mucho sobre la actividad y el bienestar de los ciudadanos. Por eso, esperemos que esta crisis se lleve por delante la intransigencia dogmática hegemónica durante estas décadas, según la cual solamente el libre mercado y lo privado funcionaban bien. Con ello, todos saldremos ganando. 




			



			 




			
3. La globalización económica necesita ser gobernada 




			



			 




			La manera en que se ha producido la globalización económica en las últimas décadas se encuentra, también, entre las razones explicativas de lo que ha pasado. Ojo, digo la manera en que se ha hecho. No la globalización en sí. Interconectar mercados, ensanchar los espacios del desarrollo económico, hacer llegar información y oportunidades al último rincón de la tierra, considerar, en suma, a esa nave espacial llamada Tierra como un todo, es algo muy positivo que, además, las nuevas tecnologías permiten como nunca antes en la historia. 




			Lo primero que conviene tener claro es que el proceso de globalización tampoco es algo que haya caído del cielo o que se haya desarrollado de manera autónoma. Es cierto que hay factores tecnológicos que lo han facilitado, pero no es algo inevitable que haya ocurrido al margen de la decisión, al menos, de algunos. Se han adoptado decisiones políticas para facilitar la globalización y, en paralelo, no se han adoptado otras para tener el modelo parcial y asimétrico de globalización que tenemos. 




			La liberalización, casi total, de los movimientos de capitales fue una decisión política adoptada por los gobiernos de los países más adelantados en un largo y laborioso proceso que llevó años de negociación. Ello permitió crear los primeros mercados financieros internacionales, sin sede geográfica, que luego las nuevas tecnologías residenciaron, de hecho, en la red. A partir de ahí, se entabló la negociación con el resto de países para forzarlos a aceptar abrir sus fronteras a los capitales extranjeros y a los mercados de crédito internacional a cambio de concesiones comerciales sobre productos de exportación. 




			Los incrementos de competencia que experimentaron algunos sectores económicos en los países más avanzados, como la agricultura o los textiles, fueron la contraprestación a los beneficios que obtenían sus sectores financieros por poder, a cambio, operar en mercados más amplios y libres. Podemos estar de acuerdo en que la apertura de fronteras comerciales mejora el bienestar tanto de los consumidores en los países importadores al permitirles acceder a más productos y más baratos, como de los trabajadores y agricultores en los países exportadores dado que les permite elevar su nivel de actividad, riqueza y empleo. Pero quiero señalar que fue una decisión política el hacerlo y, sobre todo, el hacerlo como se ha hecho. 




			Como lo es el dejar fuera del proceso de globalización a las personas, a los trabajadores. No es un secreto que en este modelo de globalización, los capitales circulan con gran libertad, las mercancías con libertad vigilada mientras que los trabajadores tienen suspendida su libertad de circulación por políticas migratorias muy restrictivas. 




			Es evidente que tras esa decisión política estaba el instinto de negocio privado. Por ello los esfuerzos se canalizaron hacia donde había más oportunidades de obtener beneficios con la actividad financiera, dejando al margen a aquellos países y zonas con poco que ofrecer, como casi todo el África subsahariana, siendo esta una de las principales parcialidades del proceso globalizador tal y como se ha hecho.  




			Por tanto, ni se han globalizado todos los sectores económicos, ni se ha generalizado el proceso a todo el globo. En ese doble sentido, la globalización, tal y como se ha hecho, ha sido parcial por sectores de actividad, por factores de producción y por zonas geográficas. 




			Junto a ese desarrollo parcial de la globalización, los mismos que adoptaron la decisión de crear un auténtico mercado financiero y de crédito global, acordaron no regularlo ni acompasarlo con una globalización en paralelo de las instancias y procedimientos de control político democrático de los mismos. Surge así una gran asimetría entre mercados nacionales controlados por autoridades políticas democráticas y nuevos mercados globales sin reglas, ni control por parte de ningún poder político democrático. El sueño de cualquier neoliberal que crea que el problema es la existencia del Estado y predique las bondades de un Estado mínimo. Nada más mínimo que un Estado que, frente a los mercados financieros globales, directamente no existe. 




			Sin ser expertos en la materia, todos somos capaces de intuir las tremendas dificultades de crear un gobierno mundial a partir de nuestra realidad actual. Es cierto que la idea del Estado-nación tardó muchos siglos en aparecer y otros tantos en lograr imponerse allí donde lo ha hecho. Y, a pesar de ello, todavía hoy nos sentimos golpeados por los problemas de lo que llamamos Estados fallidos, que son aquellos países que han intentado constituir estructuras estatales con base geográfica nacional, sin conseguirlo. La lista de los así considerados es amplia y creciente como consecuencia de la acción interna demoledora de poderosos intereses vinculados a las guerrillas, mafias, narcotraficantes, corrupción, talibanes, señores de la guerra, etc., que hacen de la creación de Estados y gobiernos nacionales un proceso que puede ser reversible si no se consolidan y se superan determinados niveles de deterioro que hacen inviable un funcionamiento mínimamente estable, regulado y predecible. 




			Pretender, en esas condiciones, la creación de un gobierno mundial que se rija, además, por las reglas de juego de la democracia occidental, es una utopía en el sentido de algo casi imposible de conseguir por mucho que sea deseable. 




			Por eso, vinculado al actual fenómeno de la globalización, no se suele hablar de gobierno, sino de gobernanza, un nuevo concepto que sin pretender conseguir las condiciones de un auténtico gobierno democrático mundial, permita, al menos, establecer algunos principios de actuación colectiva que regulen, canalicen, supervisen y controlen a los nuevos mercados mundiales libres. 




			Es cierto que quienes defienden la necesidad de una gobernanza para la actual globalización económica lo hacen movidos por una desconfianza, mayor o menor, hacia los efectos sociales del libre mercado. En el fondo, se predica la necesidad de gobernar los mercados ante el temor de que acaben generando problemas de desequilibrio y crisis porque no se autorregulan. Y, además, porque sin ese contrapeso que significa la lógica colectiva pública, los mercados satisfacen solo a quien tiene capacidad de compra y marginan al resto, cualesquiera que sean sus carencias y necesidades.  




			Es decir, la defensa de una gobernanza en paralelo a la globalización económica, se plantea desde la convicción de que el libre mercado es ineficiente e injusto. Lógicamente, quienes no comparten esa visión, quienes desde el neoliberalismo hegemónico durante los últimos años creen en las bondades superiores del mercado libre, están en contra de establecer reglas de gobernanza. Por tanto, si hemos padecido una globalización asimétrica en la que la libertad de movimientos de capitales no se ha visto constreñida por reglas, no es por casualidad o por error. Es porque así lo han querido quienes podían y debían tomar las decisiones o porque nadie ha tenido la fuerza suficiente como para imponerse a quienes pensaban de esa manera neoliberal.  




			Un ejemplo, no menor de lo que digo, es la existencia creciente de paraísos fiscales que actuaban como auténticas válvulas de seguridad para un sistema financiero mundial plagado de dinero negro proveniente de actividades ilegales. Cuando se han puesto de acuerdo los líderes políticos en acabar con aquellos, lo han conseguido. Al menos, sobre el papel. 




			La gobernanza, para ser eficaz, necesita encarnarse en instituciones estables. La mescolanza existente hoy en día refleja los problemas de los que hablamos. En primer lugar, tenemos aquellas organizaciones de gobernanza que provienen del sistema anterior. La propia ONU, pero también, el FMI, el grupo Banco Mundial y sus epígonos. A pesar de que han ido evolucionando, conservan su matriz fundadora original que responde a una realidad internacional y a unos problemas mundiales muy diferentes de los que se plantean hoy en día. Sin una profunda revisión, son organismos que no están a la altura de los retos que plantea una gobernanza moderna en el mundo de hoy. 




			En segundo lugar, tenemos los organismos de cooperación regional, de entre los que destaca la Unión Europea, que actúan casi como un gobierno sobre los países miembros y los asuntos de su competencia, pero que no vertebran la voz exterior de los Estados miembros en la escena internacional. 




			Por último, distintos mecanismos de relación y negociación intergubernamental, desde la OMC hasta el G-20 que intentan suplir mediante esfuerzos de negociación y pacto entre gobiernos, las carencias institucionales de una inexistente gobernanza de la globalización económica. 




			Avanzar en esa línea es fundamental porque la ausencia de una gobernanza, del mismo ámbito y nivel que la globalización de los mercados, es, sin duda, una de las razones de la crisis en que estamos sumidos. La economía mundial no ha tenido dueño ni controlador y así nos ha ido. 




			Tenemos que reconocer que las posibilidades de hacer algo en esa dirección son hoy mejores que en ocasiones anteriores. En parte, porque el diagnóstico sobre el fracaso de esa aproximación neoliberal de la globalización son hoy evidentes y ampliamente compartidos. Es uno de los puntos sobre los que se fundamentan los llamamientos a refundar el capitalismo tras la crisis. Pero también viene favorecido por el cambio de administración en Estados Unidos, confirmando con ello, una vez más, la tesis fundamental que estamos desarrollando: tenemos capacidad para hacer las cosas de otra manera. 




			El presidente Obama ha reconocido en múltiples ocasiones que Estados Unidos solo no puede salir de esta crisis. En un cierto reconocimiento del fin de la política unilateral, ha explicitado que necesita al resto del mundo y, de manera destacada, a los países del G-20 para emprender acciones conjuntas y coordinadas que tengan impacto suficiente como para reactivar esta economía lánguida en que podemos movernos durante mucho tiempo tras la crisis. 




			Pero si Estados Unidos nos necesita, los demás tampoco podemos salir de esta sin Estados Unidos. Se plantea así una situación nueva que expresa la profundidad del desastre económico al que nos ha llevado una cierta concepción ideológica, pero también la realidad multipolar del mundo en que vivimos, como quizá nunca habíamos visto antes. Y, junto a ello, una transversalidad que también es un elemento distintivo del momento actual. Las nuevas potencias, cuyo esfuerzo coordinado es necesario para salir del barullo actual son, desde luego, Estados Unidos y Europa. Pero también China, Rusia, Brasil o India. Sobre esas bases se tendrán que construir los nuevos procedimientos e instituciones de gobernanza mundial que permitan reorientar la globalización económica sobre unos criterios distintos, que pasan por mayor control y regulación por parte de los Estados sobre los mercados. 




			



			 




			
4. Las crisis son consustanciales a la economía 




			



			 




			De verdad que no es una obviedad, pero la principal razón que está detrás de una explicación para esta crisis económico-financiera es... ¡que las crisis existen! Que no hemos sido capaces de encontrar un sistema económico en el que no se produzcan fluctuaciones cíclicas de la producción y, de tanto en tanto, rupturas bruscas de tendencia en forma de crisis, con sus secuelas conocidas de pérdida de riqueza, empleos y bienestar. 




			Estas pérdidas provocadas por las crisis, no se reparten por igual entre toda la sociedad y eso depende mucho de los instrumentos puestos en pie para gestionar los flujos de riqueza y su reparto entre los diferentes grupos sociales. Por ejemplo, la puesta en marcha de un seguro de desempleo protege a los trabajadores ante situaciones de paro, siquiera de forma parcial, de una manera que no existía antes de crearlo. O la existencia de un Estado del bienestar que convierte el acceso a la sanidad y a la educación en derechos para todos los ciudadanos con independencia de su situación y renta, mejora la situación de todos los trabajadores comparado con aquellos otros sistemas en los que dicho acceso es privado y suele estar vinculado a la tenencia de un contrato laboral. Ante el riego de perder el empleo, los trabajadores y sus familias, están más protegidos en el primer caso que en el segundo. 




			Por tanto, constatamos que las crisis existen y han existido desde el origen de los tiempos y, en segundo lugar, que tenemos la posibilidad de crear y cambiar instituciones sociales que, al menos, palien lo más negativo de sus efectos sobre los sectores más desprotegidos de la sociedad, sin necesidad de recurrir a la caridad voluntaria. Ante lo negativo, aparentemente inevitable, podemos reaccionar y protegernos. 




			Las sociedades atrasadas, altamente vinculadas a la actividad agraria como principal y con instituciones sociales muy rígidas y jerarquizadas, eran más débiles frente a una crisis. Una mala cosecha por razones climáticas o una enfermedad contagiosa —la peste— que elevara la mortalidad, afectaba al cien por cien de la población dejándoles en manos del hambre, la caridad privada y, en otras ocasiones, las emigraciones como las que se produjeron hacia el Nuevo Mundo.  




			En la sociedad actual, con un nivel de desarrollo económico menos dependiente de un único sector y una protección social muy superior, nuestra capacidad de resistencia ante las crisis, incluyendo las graves como esta, es mucho mayor. De hecho, no todo el mundo se siente afectado por igual, pudiendo señalarse tres grupos diferentes: uno, que puede representar en torno a un cuarto de la población total, que no se ve afectado por la crisis en el sentido de que su vida y sus decisiones no cambian de manera sustancial como consecuencia de la crisis. En este grupo podemos señalar a los muy ricos que a pesar de que pierdan riqueza, siguen teniendo la suficiente para no alterar su sistema de vida, pero también a todos aquellos que tienen sus ingresos blindados. Me refiero, de manera especial en España, a pensionistas y funcionarios.  




			Hay otros dos cuartos de la población, que representan la mitad del total, que sí se ven afectados por la crisis económica, pero que pueden hacerle frente apretándose el cinturón. Sus ingresos familiares disminuyen, por ejemplo, por la pérdida de un segundo sueldo, pero pueden seguir adelante con un reajuste, aunque severo, de sus patrones de vida y consumo, sobre todo si el Estado les asegura una prestación por desempleo y la gratuidad de servicios públicos esenciales como la sanidad y la educación. 




			Por último, otro cuarto es el que se ve golpeado de manera brutal por los efectos de la crisis, teniendo que cambiar su régimen de vida de manera drástica como consecuencia de la pérdida del empleo, a veces de la vivienda y de otros subsidios. Pueden ser trabajadores solos con más de cuarenta y cinco años, con baja cualificación profesional, u hogares con todos sus miembros en paro, o jóvenes con contratos temporales. Todos ellos corren serios riesgos de situarse por debajo del umbral de la pobreza salvo que puedan volver a vivir con sus padres, ya que la principal red social de solidaridad sigue siendo la familia. 




			A pesar de que las fluctuaciones cíclicas y las crisis constituyen una evidencia histórica, su realidad resulta algo muy incómodo para los economistas y no solo porque no sean capaces de predecirlas. Es incómodo, en primer lugar, porque rompen la belleza, la potencia explicativa y la perfección lógica de unos modelos teóricos sobre el funcionamiento de la economía que, a imagen y semejanza del paradigma científico de la época, la física de Newton, se fundamentan en la existencia de un equilibrio o, cuanto menos, en la existencia de una fuerte tendencia en busca de dicho equilibrio económico. 




			No desprecien este asunto como menor o frívolo. Lo que podríamos llamar la corriente principal del análisis económico, la que se enseña en las universidades más prestigiosas, se fundamenta en unos pocos supuestos sobre el funcionamiento de los individuos y el libre intercambio entre los mismos, fruto del cual se alcanza un equilibrio general en todos los mercados de manera simultánea. Es la teoría del equilibrio general que fundamenta, por ejemplo, todas las propuestas de política económica neoliberales. Cuando se pide abaratar el despido, reducir el Estado, liberalizar los mercados o desregular, se hace con este modelo teórico en mente, pensando que si nos aproximamos a los supuestos del mismo, obtendremos también sus bondadosos resultados en forma de mercados que se ajustan perfectamente y que utilizando todos los recursos económicos, incluido el trabajo, de manera eficiente garantizan el mayor bienestar posible para todos. 




			Aunque las cosas que este modelo deja fuera son tantas y tan importantes (como la existencia del tiempo, del dinero, de economías de escala que hacen que las empresas tiendan a crecer o de efectos externos negativos, como la polución, o positivos, como la aglomeración) que, en realidad, es tan inútil como si los médicos actuales usaran como manual de actuación en la UVI de un Hospital el redactado por Servet, sigue siendo el principal punto de referencia teórico para los economistas. Este modelo es incompatible con la existencia de ciclos y de crisis. Su existencia es incompatible con el mismo por lo que, para muchos economistas defensores del libre mercado y sus bondades, directamente las crisis no existen o son debidas a fenómenos extraños, impredecibles y aleatorios. 




			Pero también son incómodas para quienes piensan en las crisis como algo propio del funcionamiento normal de la actividad económica. Algunos economistas han desarrollado teorías explicativas de las crisis como algo intrínseco al funcionamiento del sistema económico, especialmente el capitalista basado en la propiedad privada de los medios de producción y el afán de obtener los mayores beneficios privados posibles. 




			Pero, incluso estos economistas, encuentran que cada crisis es distinta de las anteriores, que no hay una regularidad en los ciclos y que, por tanto, resulta muy difícil encontrar una explicación común a todas las crisis. No hay, por tanto, una explicación en forma de teoría única sobre los ciclos y las crisis. Dicho de otra manera, incluso los que reconocen su existencia y la consideran como algo que forma parte de la actividad económica normal, como el reverso oscuro de la fuerza, no saben explicarlas más allá de generalidades que impiden, por supuesto, predecirlas o combatirlas. Y si no contribuye a evitarlas o a reducir sus efectos negativos, ¿para qué sirve una teoría de las crisis que, en el mejor de los casos, solo sirve para una sola vez y cuando ya ha pasado? 




			Todas estas dificultades, más una cierta evidencia respecto a que no habíamos tenido crisis gordas durante más de una década, llevó a que algunos relevantes economistas estadounidenses anunciaran a finales de los años noventa del siglo pasado, el fin de los ciclos económicos y, por ende, de las crisis. Se argumentaba que la combinación de globalización económica, nuevas tecnologías y aprendizaje por parte de los responsables del manejo de la política económica, llevaba a que sabíamos gestionar las cosas de tal manera que los ciclos se atenuaban hasta casi desaparecer sustituidos por un crecimiento constante de la actividad económica.  




			De nuevo, algunos economistas, de manera especial quienes negaban sustancia a la realidad de las crisis y, en todo caso, defendían que no se debían a la lógica de funcionamiento del sistema sino a errores aleatorios, quisieron ordenar la realidad a sus prejuicios ideológicos, excluyendo de la misma todo aquello que se oponía a su defensa del capitalismo del mercado. 




			Así, dejaron fuera la existencia de importantes crisis en países del tercer mundo, como las hambrunas africanas, casi endémicas. Pero, además, dejaron sin explicación sistémica los siguientes acontecimientos traumáticos para el sistema económico mundial: las crisis del sudeste asiático, que se llevó por delante a los cuatro dragones; las crisis de Rusia, Brasil y Turquía; la derivada del hundimiento del fondo financiero norteamericano LTCM y la conocida como burbuja de las puntocom. Para diez años, supuestamente sin ciclos y crisis, no está mal. Es verdad que todas ellas tuvieron efectos localizados y fueron superadas con cierta rapidez. Pero para quienes defendían que se había acabado con las crisis, no me negarán que éstas han resultado ser muy tozudas. 




			Parece, pues, más coherente con la evidencia reconocer y asumir que el sistema económico capitalista en el que vivimos solamente es capaz de avanzar y de crecer en medio de altibajos cíclicos que devienen en crisis económicas periódicas, aunque no sepamos muy bien ni su cadencia ni sus explicaciones generales, lo que nos restringe la capacidad de prevenir y prepararnos. 




			Que las crisis no son anormalidades erráticas que alteran el estado normal de las cosas, como pueden ser los terremotos, sino algo tan normal y recurrente como la otra cara del crecimiento económico. Que aunque en ellas puedan darse fenómenos individuales de errores, avaricias o comportamientos codiciosos, lo relevante es reconocer que todo ello es posible porque hemos construido una estructura institucional que los permite, cuando no los estimula. Que si interiorizamos que los ciclos y las crisis son inevitables en nuestra sociedad, aunque no sepamos qué, cómo y cuándo se desencadenan, podremos actuar para paliar sus efectos negativos mediante reformas profundas de nuestras reglas de funcionamiento institucional. 




			Es cierto que si no hay dos crisis idénticas, las medidas que han resultado positivas para una no tienen por qué ser las mismas que ayuden en otra. 




			Pero como todas cursan con los mismos efectos, paro, pérdida de riqueza, bajo crecimiento, etc., hay cosas que son adecuadas para todas. Así, gracias a las reformas institucionales que se pusieron en pie para hacer frente a la crisis de los años treinta del siglo pasado, la actual nos ha pillado con un seguro de desempleo, una regulación bancaria o una práctica de intervención pública que ha permitido que sus efectos hayan sido menos dañinos, social y económicamente, que si se hubiera producido en ausencia de los mismos. El reto será analizar los cambios institucionales que se deberán poner en marcha tras esta crisis para evitar que se repita en los mismos o parecidos términos. 
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